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DIGNIDAD HUMANA/ REQUISITOS GENERALES Y CAUSALES ESPECÍFICAS PARA LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIAS JUDICIALES/  PETICIÓN SUSTITUCIÓN DE LA EJECUCIÓN DE LA PENA INTRAMURAL POR LA PRISIÓN DOMICILIARIA/ INEXISTENCIA REQUISITO DE LA SUBSIDIARIEDAD/ EL PETICIONARIO NO AGOTÓ LOS MEDIOS ORDINARIOS DE DEFENSA/ IMPROCEDENTE
Teniendo en cuenta lo dicho hasta el momento, es evidente a todas luces que no se cumple con el requisito de subsidiariedad de la tutela, pues se evidencia que el accionante pretende usar la acción de tutela como una tercera instancia de las decisiones que ya fueron debatidas procesalmente, o que en esta instancia se usurpen las funciones que le fueron delegadas al Juez de Ejecución de Penas para analizar los requisitos objetivos y subjetivos para la concesión del sustituto de la ejecución de la pena al que se ha hecho referencia y entrar a tomar las decisiones del caso. Y en ese orden de ideas, no le es dable al Juez de tutela revivir a través de este mecanismo etapas procesales que ya fenecieron, y mucho menos conceder, de manera alternativa a las vías judiciales ordinarias, beneficios que no son de su competencia.  

(…)
Así las cosas, bajo el entendido de que existen varias fases del proceso penal, y aun posteriores al mismo, como ocurre con las decisiones que adoptan los jueces de ejecución de penas, se puede concluir que en el interregno de cada una de esas etapas, se le asigna la competencia a un tipo de juez diferente, bien de control de garantías, o ya el de conocimiento, y finalmente, el que asume la vigilancia de la ejecución de la pena; tal certeza, nos permite afirmar que en el marco de los principios del juez natural y de la autonomía judicial, los togados, por mandato de ley, están facultados para tomar decisiones, que lógicamente, no siempre van a resultar favorables a los intereses del procesado o condenado, y que bajo ninguna óptica, implican que una modificación en las reglas del juego, siempre que se adopten con apego a la ley, impliquen un desconocimiento a las garantías fundamentales, en otras palabras, ningún juez está sometido al momento de analizar el caso puesto bajo su conocimiento, a tomar una decisión idéntica a la que tomó su antecesor. 

Ante tales presupuestos, encontramos en el caso del señor LIBARDO, que si eventualmente nos adentráramos en un estudio sobre su asunto, lo que a grandes rasgos se evidencia es que a pesar de haberse invocado, además de los derechos propios, los de uno de sus hijos, que al parecer sufre un trastorno mental y del comportamiento, debe decirse que tal premisa no sería por sí sola una razón suficiente para acceder a las pretensiones invocadas, al no advertirse la presencia de alguna vía de hecho que pudiera predicarse de las actuaciones desplegadas por los accionados, pues debe precisarse que ambos Despachos actuaron conforme a los parámetros legales aplicables al asunto en concreto, al haber efectuado el análisis del caso conforme al análisis probatorio de la situación concreta, y de acuerdo a los resultados arrojados por la visita socio-familiar al núcleo familiar del condenado, hoy accionante, la cual permitió concluir que su hijo se encuentra bajo la protección de su actual pareja, quien se encuentra en óptimas condiciones físicas y mentales para asumir su cuidado, y que no se encuentra desprotegido en el ámbito de salud, como lo quiere hacer ver el señor LIBARDO, pues Sebastián se encuentra afiliado a una EPS, en donde están  en  capacidad de suministrarle el tratamiento que  requiera  para su  recuperación,  conforme a los presupuestos del plan  de beneficios  en  salud,  cuyo cumplimiento es obligatorio.

De acuerdo a todo lo dicho hasta ahora, se habrá de despachar desfavorablemente la solicitud de amparo constitucional reclamada, al no haberse acreditado las reglas para su eventual procedencia.
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ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión a la acción de tutela instaurada por el señor LIBARDO FLÓREZ GUERRERO, en contra del JUZGADO PRIMERO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA, por la presunta vulneración de su derecho fundamental a la dignidad humana. 
ANTECEDENTES:
Narró el accionante que fue condenado por parte del Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira, al declarar su responsabilidad penal en la comisión del delito de peculado por apropiación y otros, negándosele el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena. 
Expuso que elevó ante el Despacho que vigila su pena una solicitud de prisión domiciliaria por ser padre cabeza de familia, pues tiene a su cargo, entre otros, a un hijo (Sebastián) que padece “trastorno mental y del comportamiento debido al consumo de sustancias psicoactivas”, quien vive en la actualidad con su compañera permanente, pero no es hijo de ella; por ende, su manutención, y los gastos que se deben sufragar para las terapias de rehabilitación por el consumo de drogas, deber ser asumidos por el señor LIBARDO, a lo cual se debe aunar que según concepto del médico tratante, es menester que el paciente “reciba el apoyo y acompañamiento de todos los integrantes del núcleo familiar, y de forma indispensable, de su padre…”.   
Sin embargo, el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad despachó favorablemente su petición por medio de auto del 26 de junio de 2018, al considerar que él no ostenta la condición de padre cabeza de familia, decisión ante la cual interpuso el respectivo recurso de apelación, que al ser resuelto por el Juzgado fallador (Quinto Penal del Circuito) el día 31 de julio de 2018, se confirmó en su totalidad, ello, bajo el argumento de que su hijo Sebastián se encuentra al cuidado de su actual pareja, y que en lo relacionado con la ausencia de recursos económicos para el tratamiento de las patologías relacionadas con el consumo de drogas, existen otras alternativas ante su EPS, debido a que ese tipo de terapias tienen plena cobertura en los regímenes subsidiado y contributivo.    
Considera el libelista que sus derechos fundamentales han sido quebrantados con las decisiones de los Juzgados accionados, pues no se valoró el hecho de que su hijo Sebastián, a pesar de encontrarse viviendo con su actual pareja (la de Libardo), no es hijo de ella, por lo tanto, no tiene el deber de sostener económica y moralmente, máxime con los problemas mentales y de drogadicción que este padece; Además, como bien lo había indicado en el pasado el Juzgado Cuarto Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías, cuando le concedió la prisión domiciliaria que entonces había deprecado ante esa instancia judicial, se concluyó que el sí ostenta la calidad de padre cabeza de familia.  

Sin embargo, se quejó de que no fue posible obtener ni en el Centro de Servicios Judiciales del SPA, ni en el aludido Juzgado, los registros de audiencia que dan cuenta del análisis que en su momento hizo el Juez de control de garantías, toda vez que según le informan el computador donde reposaban los registros se dañó. 

Ahora, con respecto a las causales de procedencia de la acción de tutela para resolver su pedimento en este escenario, señaló el accionante que las mismas se cumplen a cabalidad, porque el asunto es de relevancia constitucional, al invocarse el derecho fundamental al debido proceso; se agotaron todos los recursos antes de acudir a la tutela; se cumple con el requisito de inmediatez porque sólo ha transcurrido un mes desde que se profirió la decisión cuestionada; la irregularidad que se alega tiene un efecto decisivo porque carece de motivación; además, no se trata de un fallo de tutela. 
PRETENSIONES:

Teniendo en cuenta lo anterior, solicita el accionante que se tutele su derecho fundamental al debido proceso, y en consecuencia, se revoquen las decisiones por medio de las cuales se le negó el beneficio de la prisión domiciliaria por ser padre cabeza de familia, para en su lugar, concederle tal sustituto. 
TRÁMITE PROCESAL:
La presente acción de tutela se recibió en este Despacho el 7 de septiembre del año que transcurre, y se avocó su conocimiento por medio de auto del 10 de septiembre ídem, en contra del JUZGADO QUINTO PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA y el JUZGADO PRIMERO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD. Además, se vinculó de manera oficiosa al JUZGADO CUARTO PENAL MUNICIPAL CON FUNCIONES DE CONTROL DE GARANTÍAS, así como a quien funge como apoderado judicial del señor FLÓREZ GUERRERO ante el Despacho accionado. 
RESPUESTA DE LOS DESPACHOS ACCIONADOS:
Una vez surtida la notificación a los involucrados, se recepcionaron las siguientes contestaciones:  
Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad: expresó que a ese Despacho le correspondió por reparto vigilar la pena impuesta al señor LIBARDO FLÓREZ GUERRERO, quien fue condenado por los delitos de peculado por apropiación, contrato sin cumplimiento de los requisitos legales, falsedad ideológica en documento público y falsedad en documento privado.  
Así mismo, expuso que mediante auto interlocutorio Nro. 1557 del 26 de junio del presente año, resolvió negarle a el señor LIBARDO FLÓREZ GUERRERO el sustituto de la prisión domiciliaria como padre cabeza de familia, puesto que de acuerdo a la información con la que ese Juzgado cuenta, se estableció que los menores y el hijo mayor del señor LIBARDO se encuentran con su progenitora y madrastra, respectivamente, quien es una mujer joven, con todas las capacidades físicas y mentales, sin impedimento para responder por sus hijos, y además les brinda acompañamiento. También se estableció que el grupo familiar se encuentra protegido en la atención en salud por una EPS. Por ende, se pudo concluir que los hijos del condenado no se encuentran en situación de abandono o desamparo, y por lo tanto, él no ostenta la calidad de padre cabeza de familia.  
La anterior decisión fue resuelta en segunda instancia por parte del Juez fallador, quien la confirmó en todas sus partes; y en ese orden de ideas, la solicitud de amparo constitucional no puede ser utilizada como una tercera instancia de asuntos que ya fueron definidos, ni mucho menos para dirimir controversias que tienen previstas otras alternativas en la vía ordinaria para su solución.   
Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira: manifestó que se opone a las pretensiones del accionante, por cuanto lo que pretende es atacar una serie de decisiones judiciales que, más allá del sentir del acto, no transgreden sus derechos fundamentales, de manera que no puede acudir al juez de tutela para que tercie el asunto sin que por lo menos se haya alegado alguna de las causales específicas de procedibilidad de la acción de tutela para cuestionar ese tipo de decisiones. 

Finalmente, puntualizó que el señor LIBARDO no tiene las características del padre cabeza de familia, partiendo de la certeza de la existencia de su cónyuge en el hogar, conclusión a la que se pudo llegar al momento de proferir las decisiones que hoy ataca. 

Por tales razones, pidió que se declare la improcedencia de la solicitud de amparo constitucional deprecada por el señor LIBARDO FLÓREZ GUERRERO.
Juzgado Cuarto Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías: refirió que en ese Despacho se realizó audiencia preliminar de sustitución de medida de aseguramiento privativa de la libertad en centro carcelario, por la del lugar de residencia, la cual fue concedida el día 12 de diciembre de 2017, al considerar que el señor LIBARDO se encontraba inmerso dentro de la hipótesis contemplada en el numeral 5º del artículo 314 del CPP. 
Con respecto al registro de la mentada audiencia, expuso que la misma quedó grabada en el sistema de audio y video de la Sala de Audiencias Nro. 3 del Palacio de Justicia de Pereira, y que, acatando las directrices para el manejo del Sistema Penal Acusatorio, la misma se remitió en medio magnético con los registros al Centro de Servicios Judiciales, sin embargo, parece ser que allí no encuentran el CD que contiene las actuaciones, y también es cierto que el computador donde reposaban dichos registros en ese Despacho sufrió un daño en el disco duro que ocasionó que se eliminara una multitud de archivos entre los cuales se encontraba el reclamado por el señor LIBARDO.  
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

2. Problema Jurídico: 

Le corresponde a esta Corporación establecer si por parte de alguno de los Despachos vinculados al presente asunto, se han vulnerado las prerrogativas constitucionales del señor LIBARDO FLÓREZ GUERRERO, al no concederle la sustitución de la ejecución de la pena intramural por la prisión domiciliaria.
3. Solución: 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación. Es pertinente recordar, como lo consigna la línea jurisprudencial, que la acción de tutela tiene un propósito claro, definido, estricto y específico, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
.

“La acción de tutela ha sido concebida únicamente para dar solución eficiente a situaciones de hecho creadas por actos u omisiones que implican la trasgresión o la amenaza de un derecho fundamental, respecto de las cuales el sistema jurídico no tiene previsto otro mecanismo susceptible de ser invocado ante los jueces a objeto de lograr la protección del derecho; es decir, tiene cabida dentro del ordenamiento constitucional para dar respuesta eficiente y oportuna a circunstancias en que, por carencia de previsiones normativas específicas, el afectado queda sujeto, de no ser por la tutela, a una clara indefensión frente a los actos u omisiones de quien lesiona su derecho fundamental. De allí que, como lo señala el artículo 86 de la Constitución, tal acción no sea procedente cuando exista un medio judicial apto para la defensa del derecho transgredido o amenazado, a menos que se la utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.” 

“Así entonces, la tutela no es un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto. Tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas la plena protección de sus derechos esenciales”
.”
La protección constitucional consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce. 

Del caso concreto. 

En el caso que nos concita, el accionante pretende que se le conceda a través de este mecanismo judicial especial el sustituto de la prisión domiciliaria como padre cabeza de familia, toda vez que dicha solicitud fue negada por los Despachos que aquí señala como accionados. Como quiera entonces que lo pretendido es atacar una decisión judicial adoptada en primera y segunda instancia, debe señalarse que para esos fines la jurisprudencia constitucional ha establecido una serie de requisitos de procedibilidad especiales, sin los cuales la tutela contra laudo judicial deviene en improcedente:

“(…) todo pronunciamiento de fondo por parte del juez de tutela respecto de la eventual afectación de los derechos fundamentales con ocasión de la actividad jurisdiccional (afectación de derechos fundamentales por providencias judiciales) es constitucionalmente admisible, solamente, cuando el juez haya determinado de manera previa la configuración de una de las causales de procedibilidad; es decir, una vez haya constatado la existencia de alguno de los seis eventos suficientemente reconocidos por la jurisprudencia: (i) defecto sustantivo, orgánico o procedimental; (ii) defecto fáctico; (iii) error inducido; (iv) decisión sin motivación, (v) desconocimiento del precedente y (vi) violación directa de la Constitución.” 

 

Con todo, y aun cuando la acción de tutela puede servir como mecanismo judicial excepcional para enderezar las actuaciones judiciales equivocadas, es necesario que las causales específicas de procedibilidad que se hubieren alegado en cada caso, se aprecien de manera que permita que la presunta juridicidad del pronunciamiento judicial objeto de cuestionamiento, sea fácilmente desvirtuable. Así, puede concluirse que no toda irregularidad procesal o diferencia interpretativa configura una vía de hecho.”
 

De igual forma, esa Corporación ha definido
 dichos defectos así: 

1. Defecto orgánico, que tiene lugar cuando el funcionario judicial que emite la decisión carece, de manera absoluta, de competencia para ello.

2. Defecto procedimental absoluto, que tiene lugar cuando el Juez actuó al margen del procedimiento establecido.

3. Defecto material o sustantivo, que se origina cuando las decisiones son proferidas con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, o que presentan una evidente contradicción entre los fundamentos y la decisión.

4. Defecto fáctico por no haberse decretado, practicado o valorado pruebas debidamente solicitadas o recaudadas en el curso del proceso, o por haberse valorado pruebas nulas o vulneradoras de derechos fundamentales. 

5. Error inducido, que se presenta cuando la autoridad judicial ha sido engañada por parte de terceros y ese engaño lo llevó a tomar una decisión que afecta derechos fundamentales.

6. Decisión sin motivación, que tiene lugar cuando el funcionario judicial no da cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de su decisión, pues es en dicha motivación en donde reposa la legitimidad de sus providencias.

7. Desconocimiento del precedente, que se origina cuando el juez ordinario, por ejemplo, desconoce o limita el alcance dado por esta Corte a un derecho fundamental, apartándose del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado, también cuando se aparta del precedente sentado por los órganos de cierre de su respectiva jurisdicción o de su propio precedente.

8. Violación directa de la Constitución, tiene lugar, entre otros eventos, cuando, amparada en la discrecionalidad interpretativa, la decisión judicial se desborda en perjuicio de los derechos fundamentales de los asociados amparados por la Carta Política.

Por lo tanto, se hace necesario que quien pretenda atacar una decisión judicial vía tutela describa claramente los hechos que generaron la presunta violación de sus derechos fundamentales, tratando en la medida de lo posible, de identificar cuál de los defectos o causales especiales es la que configura la presunta vía de hecho. 

En el caso que ocupa la atención de la Sala, el señor LIBARDO no indica cuál de esas causales invoca, y aunque sería válido proceder a realizar el análisis del asunto para determinarlo de manera oficiosa partiendo de lo narrado en libelo petitorio, antes de realizar tal estudio es necesario mirar detenidamente si se cumplen las causales generales de procedencia de la acción tutela. 

En ese orden de ideas, se tiene que el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, revistió a la acción constitucional de tutela de un carácter subsidiario, al indicar que esta sólo procede cuando quien la solicita no cuenta con ningún otro mecanismo de defensa judicial, o que existiendo resulta poco efectivo ante la presencia de un perjuicio irremediable para los derechos del accionante, caso en el cual su procedencia se considera como transitoria. 
Este requisito, se hace más exigente cuando de atacar providencias judiciales vía tutela se trata, ello por cuanto se supone que el primer escenario con el que cuenta el petente para lograr la protección de sus derechos fundamentales es el del proceso, ello en garantía de la preservación del principio de seguridad jurídica, pues es claro que las distintas autoridades judiciales han sido revestidas de una serie de competencias asignadas por la ley, sobre las cuales, sólo de manera excepcionalísima, habría lugar a la intervención del Juez de tutela. 
En este sentido, la Corte Constitucional dijo en la sentencia SU-026 de 2012 que:
“Es necesario resaltar que la acción de tutela no es, en principio, el instrumento judicial adecuado para solicitar la protección de los derechos que eventualmente sean lesionados en el trámite de un proceso judicial, pues el ordenamiento jurídico ha diseñado para este efecto la estructura de órganos de la rama judicial, estableciendo un modelo jerárquico cuyo movimiento se activa a partir de la utilización de una serie de mecanismos judiciales que buscan garantizar la corrección de las providencias judiciales”. 

Igualmente en la Sentencia SU-424 de 2012 señaló esa Alta Corporación que: 

“(…) a la acción de tutela no puede admitírsele, bajo ningún motivo, como un medio judicial alternativo, adicional o complementario de los establecidos por la ley para la defensa de los derechos, pues con ella no se busca reemplazar los procesos ordinarios o especiales y, menos aún, desconocer los mecanismos dispuestos en estos procesos para controvertir las decisiones que se adopten [47]”.”

Todo lo anterior encuentra su justificación en la necesidad de respetar la autonomía judicial, del juez natural y la cosa juzgada, pues no establecer límites al ejercicio de la tutela contra decisiones judiciales generaría desconfianza por parte de la ciudadanía hacia la administración de justicia, lo que atentaría de manera directa contra la seguridad jurídica. 

“(…) la acción de tutela instaurada contra providencias judiciales, cuando no se han agotado los mecanismos ordinarios de protección, atenta contra la seguridad jurídica del ordenamiento. No hace parte de los fines naturales de la acción de tutela el causar incertidumbre jurídica entre los asociados. Por esto, la Corte ha reiterado que la acción de tutela contra providencias judiciales no pretende sustituir al juez natural, ni discutir aspectos legales que ya han sido definidos, o están pendientes de definir. Sin embargo, cuando se desconoce el principio de subsidiariedad, y se intenta usar la acción de tutela como otra instancia u otro recurso de litigio, sin que existan razones evidentes para advertir violaciones a derechos fundamentales, se atenta contra la cosa juzgada y contra la seguridad jurídica.”

Teniendo en cuenta lo dicho hasta el momento, es evidente a todas luces que no se cumple con el requisito de subsidiariedad de la tutela, pues se evidencia que el accionante pretende usar la acción de tutela como una tercera instancia de las decisiones que ya fueron debatidas procesalmente, o que en esta instancia se usurpen las funciones que le fueron delegadas al Juez de Ejecución de Penas para analizar los requisitos objetivos y subjetivos para la concesión del sustituto de la ejecución de la pena al que se ha hecho referencia y entrar a tomar las decisiones del caso. Y en ese orden de ideas, no le es dable al Juez de tutela revivir a través de este mecanismo etapas procesales que ya fenecieron, y mucho menos conceder, de manera alternativa a las vías judiciales ordinarias, beneficios que no son de su competencia.  
Ahora, debe decirse que en el remoto de los casos en que se llegara a pensar que la presente solicitud de amparo resultara ser procedente por las situaciones fácticas especiales planteadas en ella, debe aclarársele al señor LIBARDO que a pesar de que en el transcurso del proceso penal adelantado en su contra, es decir, antes del proferimiento de la sentencia condenatoria, un Juez de la república con funciones de control de garantías le había concedido el sustituto de la medida de detención preventiva en centro de reclusión por el del lugar de su residencia, los efectos de esa decisión no resultan ser vinculantes en el momento de proferir la sentencia de carácter condenatorio, pues no puede confundirse la sustitución de la medida de detención preventiva por detención domiciliaria, con la sustitución de la ejecución de la pena en centro de reclusión, por prisión domiciliaria, como pasa a verse: 
En el devenir de las actuaciones penales se ha contemplado la figura jurídica de la medida de aseguramiento, la cual es aplicable bajo los criterios de la necesidad, razonabilidad y proporcionalidad, no sólo como consecuencia de la imposición de una pena, sino también, de manera cautelar o accesoria antes del proferimiento de la sentencia, concretamente en aquellos casos en que se logre establecer que la misma es indispensable, bien porque el imputado o acusado representa un peligro para la sociedad o la víctima, porque pueda implicar un riesgo para la seguridad del proceso, o bien con la finalidad de evitar que en el futuro se evada de comparecer al juicio; así pues, en este tipo de casos específicos, su justificación se contrae a una especie de garantía o prevención, más no a una sanción, como sí ocurre cuando se profiere una sentencia en sentido condenatorio. Así pues, los requisitos de las medidas preventivas de aseguramiento están expresamente consagrados en el artículo 314 del CPP, de la siguiente manera:  

“El juez de control de garantías, a petición del Fiscal General de la Nación o de su delegado, decretará la medida de aseguramiento cuando de los elementos materiales probatorios y evidencia física recogidos y asegurados o de la información obtenidos legalmente, se pueda inferir razonablemente que el imputado puede ser autor o partícipe de la conducta delictiva que se investiga, siempre y cuando se cumpla alguno de los siguientes requisitos:

1. Que la medida de aseguramiento se muestre como necesaria para evitar que el imputado obstruya el debido ejercicio de la justicia.

2. Que el imputado constituye un peligro para la seguridad de la sociedad o de la víctima.

3. Que resulte probable que el imputado no comparecerá al proceso o que no cumplirá la sentencia. (…)”
Por otro lado, si bien es cierto que el artículo 314 Ibídem contempla los eventos en que la medida de aseguramiento puede ser sustituida bajo la ocurrencia de alguna de las circunstancias especiales allí mencionadas, como ocurrió en el caso el accionante, cuando el Juzgado Cuarto Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías le concedió el sustituto de la detención intramural por la del lugar de su residencia, al considerar que detentaba la calidad de padre cabeza de familia de acuerdo a lo estatuido en el numeral 5º de dicha norma; sin embargo, ha de recordarse que bajo ninguna circunstancia se puede afirmar que la decisión adoptada por un juez de control de garantías, al definir la situación jurídica del imputado o acusado, deban mantenerse incólumes al momento de adoptar la decisión de fondo o sentencia dentro del proceso, cuando ha quedado materialmente desvirtuada la presunción de inocencia del condenado, lo que significa que en aquellos eventos en que la medida es aplicada como consecuencia jurídica de la declaratoria de la responsabilidad penal, lo cual obviamente implica ya una sanción y no la mera prevención, conlleva por ende un análisis más riguroso para la concesión del sustituto bajo órdenes del artículo 461 CPP, esta vez frente a los fines de la pena. 
Así las cosas, bajo el entendido de que existen varias fases del proceso penal, y aun posteriores al mismo, como ocurre con las decisiones que adoptan los jueces de ejecución de penas, se puede concluir que en el interregno de cada una de esas etapas, se le asigna la competencia a un tipo de juez diferente, bien de control de garantías, o ya el de conocimiento, y finalmente, el que asume la vigilancia de la ejecución de la pena; tal certeza, nos permite afirmar que en el marco de los principios del juez natural y de la autonomía judicial, los togados, por mandato de ley, están facultados para tomar decisiones, que lógicamente, no siempre van a resultar favorables a los intereses del procesado o condenado, y que bajo ninguna óptica, implican que una modificación en las reglas del juego, siempre que se adopten con apego a la ley, impliquen un desconocimiento a las garantías fundamentales, en otras palabras, ningún juez está sometido al momento de analizar el caso puesto bajo su conocimiento, a tomar una decisión idéntica a la que tomó su antecesor. 
Ante tales presupuestos, encontramos en el caso del señor LIBARDO, que si eventualmente nos adentráramos en un estudio sobre su asunto, lo que a grandes rasgos se evidencia es que a pesar de haberse invocado, además de los derechos propios, los de uno de sus hijos, que al parecer sufre un trastorno mental y del comportamiento, debe decirse que tal premisa no sería por sí sola una razón suficiente para acceder a las pretensiones invocadas, al no advertirse la presencia de alguna vía de hecho que pudiera predicarse de las actuaciones desplegadas por los accionados, pues debe precisarse que ambos Despachos actuaron conforme a los parámetros legales aplicables al asunto en concreto, al haber efectuado el análisis del caso conforme al análisis probatorio de la situación concreta, y de acuerdo a los resultados arrojados por la visita socio-familiar al núcleo familiar del condenado, hoy accionante, la cual permitió concluir que su hijo se encuentra bajo la protección de su actual pareja, quien se encuentra en óptimas condiciones físicas y mentales para asumir su cuidado, y que no se encuentra desprotegido en el ámbito de salud, como lo quiere hacer ver el señor LIBARDO, pues Sebastián se encuentra afiliado a una EPS, en donde están  en  capacidad de suministrarle el tratamiento que  requiera  para su  recuperación,  conforme a los presupuestos del plan  de beneficios  en  salud,  cuyo cumplimiento es obligatorio.
De acuerdo a todo lo dicho hasta ahora, se habrá de despachar desfavorablemente la solicitud de amparo constitucional reclamada, al no haberse acreditado las reglas para su eventual procedencia. 

DECISIÓN:

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:
PRIMERO: NEGAR la solicitud de amparo constitucional impetrada por el señor LIBARDO FLÓREZ GUERRERO, en contra del JUZGADO PRIMERO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD; conforme lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia.

SEGUNDO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
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